DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA

Área de Servicios de Obra Pública y Transporte

Al contestar refiérase 

al oficio  Nº 6054







10 de junio, 2003


FOE-OP-266

Licenciada

Marta Lora Morejón

Ministra

Secretaría General del Consejo de Gobierno

Estimada señora:

Asunto:  
Remisión del Informe No. DFOE-OP-9/2003 relativo al estudio efectuado sobre el pago de preaviso y auxilio de cesantía a favor del Ing. Guillermo Ruiz Castro, ex Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico.

En atención a una denuncia presentada ante esta Contraloría General, referente  a los pagos hechos al Ing. Guillermo Ruiz Castro, ex Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico, por concepto de preaviso y auxilio de cesantía, se efectuó el estudio correspondiente.

En relación con lo anterior, me permito remitirle copia del Informe                            Nº DFOE-OP-9/2003 del 10 de junio de 2003, denominado: “Informe del Estudio efectuado sobre el pago  de preaviso y auxilio de cesantía a favor del Ing. Guillermo Ruiz Castro, ex Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico”, con el propósito de que lo haga del conocimiento del honorable Consejo de Gobierno, a fin de que éste proceda con la mayor brevedad posible a girar las instrucciones que estime pertinentes, para el cabal cumplimiento de las disposiciones  que se formulan en el punto 4.1. que contiene ese informe, y que atañen a su ámbito de acción.

Al respecto, se le solicita informar a este Órgano Contralor, en un plazo de quince días hábiles, contado a partir del recibo del presente oficio, sobre lo actuado por ese Consejo con el fin de dar cumplimiento satisfactorio a lo establecido en las mencionadas disposiciones.

   Atentamente,

              Ing. Álvaro M. Vargas Solís 


Lic. Roy Ramos Morales


      Gerente de Área  



Abogado-Fiscalizador                         
          

RRM/bcr

Ci:
 Archivo Central
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1.
INTRODUCCIÓN.       

1.1.
ORIGEN DEL ESTUDIO.       

Este estudio tiene su origen en una denuncia presentada a esta Contraloría General con respecto a dos pagos hechos al Ing. Guillermo Ruiz, ex Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico (INCOP), por concepto de preaviso y auxilio de cesantía. 
1.2.
ALCANCE DEL ESTUDIO.

El estudio comprendió el análisis jurídico de la información sobre el pago de auxilio de cesantía y preaviso al Ing. Guillermo Ruiz Castro, ex Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico.

2. RESULTADOS.

2.1. 
Sobre los hechos.

De relevancia para el estudio de este caso se tienen por demostrados los siguientes hechos:

a. Según consta en Certificación emitida por la señora Marta Beatrice Lora Morejón, en su condición de Secretaria General del Consejo de Gobierno, en el Acta de la sesión extraordinaria número dos de ese mismo Consejo, celebrada el 31 de julio de 2002, en su Artículo Primero, se acordó la remoción del señor Guillermo Ruiz Castro, Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico. 

b. Por oficio fechado 5 de agosto de 2002, el Ing. Guillermo Ruiz Castro solicitó a la Junta Directiva del INCOP, el pago de las prestaciones laborales completas, con ocasión de su remoción del cargo de Presidente Ejecutivo, con el reconocimiento de vacaciones no disfrutadas ni compensadas, aguinaldo y salario escolar proporcionales, así como el pago de 4 meses de salarios por concepto de cesantía y de un mes por concepto de preaviso.

c. Mediante oficio Nº 227 del 13 de agosto de 2002, la señora Lillianne Morúa Torre, en su condición de Secretaria Ejecutiva de la Junta Directiva del INCOP, trasladó el reclamo formulado por el Ing. Guillermo Ruiz Castro a la Asesoría Legal de esa Institución.

d. Esa Asesoría Legal, mediante oficio DAJ-482-2002 del 2 de octubre de 2002, suscrito por los señores Lic. Gustavo A. Esquivel Quirós, en su condición de Director de Asesoría Jurídica de ese Instituto, y por el Lic. Emmanuel López Vargas, como Abogado de esa misma Dirección, fue del criterio que la petición del Ing. Guillermo Ruiz Castro debía rechazarse en lo referente al pago del preaviso y el auxilio de cesantía, al considerar que en la especie se había configurado una pérdida de confianza objetiva y que en razón de ello su despido justificado no obligaba a su patrono al pago de esos extremos laborales.

e. En la Sesión Ordinaria Nº 3126 del 7 de noviembre de 2002, la Junta Directiva del INCOP, mediante Acuerdo Nº 5, dio lectura al oficio Nº DAJ-482-2002 antes indicado, acogió las conclusiones de la Asesoría Legal y en consecuencia declaró procedente parcialmente el reclamo presentado por el Ing. Guillermo Ruiz Castro, en cuanto al pago de vacaciones, aguinaldo y salario escolar, mientras que rechazó la petición de cancelación de los rubros correspondientes a preaviso y auxilio de cesantía.

f. En la Sesión Ordinario Nº 3127 del 14 de noviembre de 2002, con motivo de algunas consideraciones expuestas por el señor Jorge Eduardo Acón Li, miembro de la Junta Directiva de esa Institución, que tenían por fundamento lo establecido por la Procuraduría General de la República mediante Pronunciamiento Nº C-262-2002, se acordó dejar sin efecto del Acuerdo Nº 5 señalado en el punto anterior y realizar una consulta a la Procuraduría General sobre el particular.

g. Mediante oficio Nº 534-P.E del 20 de noviembre de 2002, el señor Enrique Montealegre Martín, en su condición de Presidente Ejecutivo del INCOP, en acato al Acuerdo señalado en el punto anterior, dirigió consulta a la Procuraduría General de la República.  En ese oficio se indica que de conformidad con lo establecido en la Ley de Presidencias Ejecutivas, se solicita criterio respecto al reclamo presentado por el Ing. Guillermo Ruiz Castro para proceder a cancelarle las prestaciones legales en todos sus extremos y el salario en especie, con ocasión de la remoción de su cargo como Presidente Ejecutivo.

h. La Procuraduría General de la República, mediante Opinión Jurídica OJ-175-2002 del 17 de diciembre de 2002, resolvió la consulta formulada, y estableció lo siguiente en sus conclusiones, en lo que aquí interesa:
"IV. Conclusiones:

Quedando claro que este pronunciamiento sólo tiene la virtud de ilustrar técnicamente a ese Instituto para que proceda bajo su responsabilidad a resolver el reclamo administrativo planteado por el señor ex Presidente Ejecutivo, y sin valorar las causales justas o no de su remoción del cargo desempeñado, y si se siguió el debido proceso (Arts 308 y sigs. De la Ley General de la Administración Pública), este Despacho concluye:/1.- Los Presidentes Ejecutivos de las instituciones autónomas del Estado, sí tienen derecho al reconocimiento y pago de Preaviso y Auxilio de Cesantía, cuando han sido removidos de sus cargos."
i. En la Sesión Ordinaria Nº 3145 del 30 de enero de 2003, la Junta Directiva del INCOP, acordó, con fundamento en lo establecido por el Lic. Gustavo Esquivel Quirós, en su condición de Asesor Externo, acoger parcialmente el reclamo presentado por el Ing. Guillermo Ruiz Castro para el pago del preaviso y el auxilio de cesantía por un monto de (5.286.746,20, por el periodo comprendido entre el 6 de octubre de 1998 al 31 de julio de 2002, todo con fundamento en lo establecido en el artículo 4 de la Ley de Presidencias Ejecutivas.
2.2.
análisis de fondo.

Tal y como se indicó anteriormente, el Consejo de Gobierno, en la sesión extraordinaria número dos, celebrada el 31 de julio de 2002, en su Artículo Primero, acordó la remoción del señor Guillermo Ruiz Castro como Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico.

Esta destitución tuvo su origen, de acuerdo con los "Resultandos" Primero y Segundo de dicho Acuerdo, en el oficio número PESJ-0841-2002 del 29 de julio de 2002, dirigido al señor Presidente de la República, en el que el señor Guillermo Ruiz Castro adjuntó "los documentos entregados a los señores diputados y prensa nacional, de lo actuado por la Junta Directiva y el suscrito en relación a las denuncias formuladas por el señor diputado Carlos Ricardo Benavides".  

Se indica asimismo que dentro de los documentos que adjuntó dicho funcionario se encuentran dos cuadros, uno en el que se indica el costo de algunos proyectos, junto con las fechas de inicio y finalización, y otro en el que se detallan gastos por servicios de restaurante y similares, en donde se establecen los pagos que se han hecho por medio de facturas, los establecimientos comerciales que prestaron los citados servicios, los montos cancelados y el funcionario que autorizó tales gastos con cargo al erario público.

Con fundamento en lo detallado en esos cuadros, el Consejo de Gobierno indicó lo siguiente en la parte considerativa del Acuerdo que aquí se comenta: 

"PRIMERO, si bien es cierto que los gastos que se citan pudieron estar incluidos dentro de las partidas presupuestarias correspondientes del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico, y aún debidamente autorizados y refrendados por la Contraloría General de la República; ello se reputa igualmente como un acto contrario a las políticas que en materia de gasto público emanan del Gobierno de la República, en especial del señor Presidente.
SEGUNDO, la Administración Pacheco de la Espriella, se ha caracterizado por enderezar una fuerte lucha contra la corrupción, el despilfarro y la dilapidación de los fondos públicos; por lo que se considera altamente inconveniente la política de gasto emprendida por el señor Guillermo Ruiz como jerarca del INCOP.
TERCERO, el compromiso del Gobierno respecto del celo y el resguardo de los dineros del Estado y de los costarricenses, no puede resultar burlado ni disminuido con acciones que si bien, pueden ajustarse eventualmente a lo posible, contravienen a su vez lo ético y la normativa al efecto.

CUARTO, si el Gobierno de la República, permitiese que cada institución autónoma o su jerarca, realizase gastos y erogaciones de la magnitud que demuestran los datos que anteceden; no sólo se arriesgaría a perder la credibilidad y la confianza con que la sociedad civil ha favorecido a la presente Administración, sino que se generaría un velo de absoluta desconfianza para quienes administran los bienes y recursos de todos.

QUINTO, ahora bien, la problemática en cuestión no sólo aborda la arista ética que debe existir en el ejercicio de la función publica, sino que involucra como tema jurídico de fondo, el hecho que el señor Ruiz Castro ha comprometido fondos públicos en asuntos que no guardan una estricta necesidad de inversión; desobedeciendo así, los dictados hechos por el Gobierno de la República en materia de gasto.

Es decir, que además de tratarse de un conflicto de valores, esta cuestión convoca en el fondo, un desacato a las indicaciones hechas entratándose del gasto público.
SEXTO, efectivamente se tiene por demostrado que los gastos hechos no responden a necesidades específicas, concretas, inevitables e ineludibles. No se trata de inversiones que reditúen, ni a corto ni a inmediato plazo, a favor del Estado costarricense; sino que por el contrario, contribuyen al gasto innecesario, superfino y suntuoso, que desde toda perspectiva resulta nefasto para la hacienda pública.

SÉPTIMO, el Consejo de Gobierno tiene por debidamente acreditado que el señor Guillermo Ruiz Castro no hizo aprovechamiento personal ni delictuoso de los bienes o recursos públicos que le fueron encomendados en razón de su cargo; sin embargo, el hecho de incurrir en despilfarros innecesarios contraviniendo la política de austeridad en materia de gasto público impulsada por la presente Administración, implica una pérdida de confianza en perjuicio del funcionario.

OCTAVO, de esta forma, este Consejo de Gobierno llega a la conclusión que si bien los altos y generosos gastos hechos por el señor Ruiz Castro en su condición indicada supra, pueden o no estar debidamente presupuestados, o cuenten con el aval propio de la Contraloría General de la República, o que para su ejecución se hayan seguido y observado los procedimientos ordinarios y normales; ello no motiva en modo alguno la decisión de apartarse de un señalamiento expreso y profusamente conocido, dictado por el Gobierno de la República, en materia del gasto público; amén que queda constancia que dichos gastos fueron absoluta y abiertamente innecesarios en algunos casos por el exceso de los montos, en otros en razón de la actividad."
Con base en lo anterior, se dispuso que "En razón de las consideraciones que preceden y en virtud de las atribuciones, potestades que señala el artículo 4 de la ley número 4646 y sus reformas, el Consejo de Gobierno acuerda destituir, por pérdida de confianza, al señor Guillermo Ruiz Castro como Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico (INCOP)."


Tal y como se puede desprender de la lectura de las Actas del Consejo de Gobierno, la remoción del señor Guillermo Ruiz Castro como Presidente Ejecutivo del INCOP, se debió al señalamiento de una serie de actuaciones consideradas irregulares, como son la emisión de actos contrarios a las políticas que en materia de gasto publico emanan del Gobierno de la República, una inconveniente política de gasto que se consideró contravenía lo ético y lo normativo, al haber comprometido fondos públicos en asuntos que no guardan una estricta necesidad de inversión; que los gastos hechos no responden a necesidades específicas, concretas, inevitables e ineludibles, ni se trata de inversiones que reditúen, ni a corto ni a inmediato plazo, a favor del Estado costarricense; que se trató de gastos innecesarios, superfluos y suntuosos; que se incurrió en despilfarros innecesarios, contraviniendo la política de austeridad en materia de gasto público impulsada por la presente Administración y que los gastos fueron absoluta y abiertamente innecesarios, en algunos casos por el exceso de los montos, en otros en razón de la actividad.

No obstante lo anterior, el Consejo de Gobierno fue omiso en señalar expresamente si se trataba de un despido con o sin responsabilidad patronal, haciendo referencia únicamente a que dicha remoción se realizó con base en lo dispuesto por el artículo 4 de la ley número 4646, el que al efecto dispone:

“Artículo 4º.- Las Juntas Directivas del Consejo Nacional de Producción, Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, Instituto Costarricense de Electricidad, Instituto de Tierras y Colonización, Servicio Nacional de Acueductos y Alcantarillados, Caja Costarricense de Seguro Social, Instituto Costarricense de Turismo, Instituto Nacional de Aprendizaje, Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico, Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica, Instituto Nacional de Seguros, Instituto de Fomento y Asesoría Municipal e Instituto Mixto de Ayuda Social, estarán integradas de la siguiente manera:

1) Presidente Ejecutivo de reconocida experiencia y conocimientos en

el campo de las actividades de la correspondiente institución, designado por el Consejo de Gobierno cuya gestión se regirá por las siguientes normas:

a) Será el funcionario de mayor jerarquía para efectos de gobierno de la institución y le corresponderá fundamentalmente velar porque las decisiones tomadas por la Junta se ejecuten, así como coordinar la acción de la entidad cuya Junta preside, con la de las demás instituciones del Estado. Asimismo, asumirá las demás funciones que por ley le están reservadas al Presidente de la Junta Directiva así como las otras que le asigne la propia Junta;

b) Será un funcionario de tiempo completo y de dedicación exclusiva; consecuentemente, no podrá desempeñar ningún otro cargo público, ni ejercer profesiones liberales;

c) Podrá ser removido libremente por el Consejo de Gobierno, en cuyo caso tendrá derecho a la indemnización laboral que le corresponda por el tiempo servido en el cargo.

Para la determinación de esa indemnización, se seguirán las reglas que fijan los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo, con las  limitaciones en cuanto al monto que ese articulado determina.
2) Seis personas de amplios conocimientos o de reconocida experiencia en el campo de actividades de la correspondiente institución, o con título profesional reconocido por el Estado, de nombramiento del Consejo de Gobierno.

En las Juntas Directivas de instituciones cuya ley orgánica no establece la representación del Poder Ejecutivo, los siete miembros de la Junta serán nombrados por el Consejo de Gobierno, con iguales requisitos a los señalados en el inciso anterior.

(Así reformado por el artículo 3º de la Ley Nº 5507 de 19 de abril de

1974)”. (El resaltado no es del original).

Como se puede apreciar, este artículo, aún y cuando regula la potestad del Consejo de Gobierno de remover libremente a los Presidentes Ejecutivos
, de seguido indica que dichos servidores tendrán derecho a la indemnización laboral que les corresponda por el tiempo servido en el cargo, para lo cual resultará de aplicación lo dispuesto en los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo.

Estos artículos establecen:

“ARTICULO 28.- En el contrato por tiempo indefinido cada una de las partes puede ponerle término, sin justa causa, dando aviso previo a la otra, de acuerdo con las siguientes reglas:/a. Después de un trabajo continuo no menor de tres meses ni mayor de seis, con un mínimo de una semana de anticipación;/b. Después de un trabajo continuo que no exceda de seis meses y no sea mayor de un año, con un mínimo de quince días de anticipación, y/c. Después de un trabajo continuo con un mínimo de un mes de anticipación./Dichos avisos se darán siempre por escrito, pero si el contrato fuere verbal, el trabajador podrá darlo en igual forma en caso de que lo hiciere ante dos testigos; y pueden omitirse, sin perjuicio del auxilio de cesantía, por cualquiera de las dos partes, pagando a la otra una cantidad igual al salario correspondiente a los plazos anteriores./Durante el término del aviso el patrono estará obligado a conceder un día de asueto al trabajador, cada semana, para que busque colocación.”. (el resaltado no es del original)

Tal y como se puede apreciar de la simple y llana lectura del artículo antes citado, el beneficio del preaviso se encuentra regulado a favor del funcionario que es removido de su cargo "sin justa causa".


Lo mismo cabe decir con respecto al beneficio del auxilio de cesantía, el que se regula en el artículo 29 del Código de Trabajo, el que al efecto dispone:

“ARTÍCULO 29.- Si el contrato de trabajo por tiempo indeterminado concluye por despido injustificado, o algunas de las causas previstas en el artículo 83 u otra ajena a la voluntad del trabajador, el patrono deberá pagarle un auxilio de cesantía de acuerdo con las siguientes reglas:

1. Después de un trabajo continuo no menor de tres meses ni mayor de seis, un importe igual a siete días de salario. 

2. Después de un trabajo continuo mayor de seis meses pero menor de un año, un importe igual a catorce días de salario.

3. Después de un trabajo continuo mayor de un año, con el importe de días de salario indicado en la siguiente tabla:

a) AÑO 1 19,5 días por año laborado.

b) AÑO 2 20 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

c) AÑO 3 20,5 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

d) AÑO 4 21 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

e) AÑO 5 21,24 días por año laborado o fracción superior a seis meses

f) AÑO 6 21,5 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

g) AÑO 7 22 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

h) AÑO 8 22 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

i) AÑO 9 22 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

j) AÑO 10 21,5 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

k) AÑO 11 21 días por año laborado o fracción superior a seis meses. 

l) AÑO 12 20,5 días por año laborado o fracción superior a seis meses. 

m) AÑO 13 y siguientes 20 días por año laborado o fracción superior a seis meses. 

4. En ningún caso podrá indemnizar dicho auxilio de cesantía más que los últimos ocho años de relación laboral.

5. El auxilio de cesantía deberá pagarse aunque el trabajador pase inmediatamente a servir a las órdenes de otro patrono.”.

Como se puede apreciar, este beneficio se encuentra establecido a favor de aquellos funcionarios que son separados de sus cargos injustificadamente o por algunas de las causas previstas en el artículo 83 del Código de Trabajo u otra ajena a la voluntad del trabajador.

Quiere esto decir que, tal y como lo confirma la Procuraduría General de la República, según se verá más adelante, a los Presidentes Ejecutivos les resulta de aplicación los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo, pero entendiendo, claro está, que también les son aplicables las excepciones planteadas por esos mismos artículos, en los cuales no procede el pago de preaviso y auxilio de cesantía.
Como producto de esa falta de determinación expresa del Consejo de Gobierno respecto a si el despido había sido con o sin responsabilidad patronal y por una solicitud planteada por el señor Guillermo Ruiz para que se procediera a pagarle las prestaciones legales completas, la Junta Directiva del INCOP, al momento de entrar a definir si correspondía el pago de preaviso y auxilio de cesantía conforme con las reglas de los artículos 28 y 29 antes citados, entró a analizar los motivos que habían dado lugar a la remoción del señor Guillermo Ruiz como Presidente Ejecutivo de esa Institución.

La solicitud planteada por el señor Guillermo Ruiz fue trasladada a la Asesoría Legal del INCOP, la que, mediante oficio DAJ-482-2002 del 2 de octubre de 2002 suscrito por los señores Lic. Gustavo A. Esquivel Quirós, en su condición de Director de Asesoría Jurídica de ese Instituto, y por el Lic. Emmanuel López Vargas, como Abogado de esa misma Dirección, fue del criterio que la pretensión debía rechazarse en lo referente al pago del preaviso y el auxilio de cesantía, al considerar que en la especie se había configurado una pérdida de confianza objetiva y que en razón de ello su despido justificado no obligaba a su patrono al pago de esos extremos laborales.  Esa Asesoría, luego de citar las normas legales sobre las cuales se estructuraba el pronunciamiento y de analizar la naturaleza jurídica de la relación existente con los funcionarios de confianza, sostuvo:

"En el caso de marras, el Consejo de Gobierno, luego de estudiarlo y de brindarle al señor Ruiz Castro el respectivo derecho de defensa, consideró que éste no se apegó a las políticas y obligaciones impuestas por el Gobierno, por lo que al apartarse de las mismas incurrió en una violación flagrante a los principios de buena fe y lealtad que informan la materia laboral y por ende no existía la necesaria confianza en él, como para que continuara ejerciendo su puesto. /Es claro que como consecuencia de un despido justificado por pérdida de confianza, el patrono no está obligado a cancelar los rubros legales de preaviso y cesantía, sino solamente existe la obligación de cancelar las sumas correspondientes a vacaciones y aguinaldo proporcional (...)".
Con fundamento en lo establecido por la Asesoría Legal de esa Institución, en la Sesión Ordinaria Nº 3126 del 7 de noviembre de 2002, la Junta Directiva del INCOP, mediante Acuerdo Nº 5, dio lectura al oficio Nº DAJ-482-2002 antes indicado, acogió las conclusiones de la Asesoría Legal y en consecuencia declaró parcialmente procedente el reclamo presentado por el Ing. Guillermo Ruiz Castro, en cuanto al pago de vacaciones, aguinaldo y salario escolar, mientras que rechazó la petición de cancelación de los rubros correspondientes a preaviso y auxilio de cesantía.

No obstante lo anterior, en la Sesión Ordinario Nº 3127 del 14 de noviembre de 2002, con motivo de algunas consideraciones expuestas por el señor Jorge Eduardo Acón Li, miembro de la Junta Directiva de esa Institución, que según indicó tenían por fundamento lo establecido por la Procuraduría General de la República mediante Pronunciamiento Nº C-262-2002, se acordó dejar sin efecto el Acuerdo Nº 5 señalado en el punto anterior y realizar una consulta a la Procuraduría General sobre el reclamo presentado por el señor Guillermo Ruiz.

Mediante oficio Nº 534-P.E del 20 de noviembre de 2002, el señor Enrique Montealegre Martín, en su condición de Presidente Ejecutivo del INCOP, en acato al Acuerdo señalado en el punto anterior, solicitó el criterio de la Procuraduría General de la República al respecto.  En ese oficio se indica que de conformidad con lo establecido en la Ley de Presidencias Ejecutivas, se solicita criterio respecto al reclamo presentado por el Ing. Guillermo Ruiz Castro para proceder a cancelarle las prestaciones legales en todos sus extremos y el salario en especie, con ocasión de la remoción de su cargo como Presidente Ejecutivo.

La Procuraduría General de la República, mediante Opinión Jurídica OJ-175-2002 del 17 de diciembre de 2002, resolvió la consulta formulada.  

Con el fin de comprender mejor los alcances del criterio de la Procuraduría General, deben advertirse dos circunstancias de importancia: la primera de ellas en el sentido de que, tal y como se indica en el hecho marcado con la letra "g" del aparado anterior, la consulta realizada mediante oficio Nº 534-P.E del 20 de noviembre de 2002, tenía por objeto obtener el criterio de la Procuraduría "respecto al reclamo presentado por el Ing. Guillermo Ruiz Castro para proceder a cancelarle las prestaciones legales en todos sus extremos y el salario en especie, con ocasión de la remoción de su cargo como Presidente Ejecutivo".  Como puede apreciarse, la consulta formulada no hace referencia a una serie de circunstancias en torno a la separación de funciones del señor Guillermo Ruiz, ya que se omitió toda referencia a las particularidades que podrían presentarse ante una remoción del cargo con o sin responsabilidad patronal, lo cual, evidentemente, limitó en mucho el ámbito de análisis de ese Órgano Consultor.

En segundo término, cabe indicar que, tal y como lo expone la Procuraduría General, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1, 2 y 3 inciso b) de su Ley Orgánica –Ley Nº 6815 del 27 de setiembre de 1982–, esa entidad es el órgano superior consultivo técnico jurídico de la Administración Pública, y como tal, no puede arrogarse atribuciones que el ordenamiento no le confiere. Es decir que, por su condición de Órgano Consultor, está inhibido para resolver casos concretos como el planteado en esa oportunidad, ya que de hacerlo, mediante un dictamen vinculante estaría sustituyendo la voluntad de la Administración activa, que es a quien compete legalmente decidir bajo su responsabilidad los asuntos como el que en ese momento se sometió a su consideración.

Quiere decir lo anterior que la Procuraduría General encontró dos limitaciones al momento de emitir su criterio, por una parte, un impedimento de su Ley Orgánica de pronunciarse sobre casos concretos y por otra, una consulta que, pudiendo haberse realizado en términos abstractos, nunca hizo referencia al objeto central de consulta como es cuáles son los extremos laborales a lo que tiene derecho un Presidente Ejecutivo que es removido de su cargo por pérdida de confianza y cómo opera el pago del preaviso y el auxilio de cesantía en aquellos casos en que dicha remoción se realiza con o sin responsabilidad patronal.

Si se analiza cuidadosamente el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República, se advierte que ésta en ningún momento se refirió al tema de la remoción sin responsabilidad patronal ni al supuesto de la pérdida de confianza.  Es más, ese Órgano Consultor, en el punto III de su pronunciamiento, referente al análisis de la consulta indicó:

"En relación con el pago de las prestaciones legales a determinados directores generales, directores ejecutivos y presidentes ejecutivos de diversas Instituciones del Estado, esta Procuraduría ha sostenido que dada la inexistencia de norma que establezca plazos fijos para los nombramientos como el de examen, procedería la indemnización a que se refieren los artículos 28, 29 y 30 y la doctrina que les informa, en tanto el Poder Ejecutivo o el jerarca institucional decide dar por terminada su relación de servicio con la Administración, sin justa causa." (el resaltado no es del original).


Es a partir de esta premisa que la Procuraduría General desarrolla todo su razonamiento, para lo cual, contrario a los requerimientos de análisis de la Administración como producto de una consulta mal formulada, ese Órgano analizó el tema del nombramiento de los Presidentes Ejecutivos, su relación de confianza, sujeción o no a un plazo definido y las consecuencias que el rompimiento de esa relación tiene a efecto de aplicar una indemnización, pero sin entrar a analizar el tema del despido con o sin  responsabilidad patronal.


Al momento de evacuar la consulta formulada, la Procuraduría General remitió a lo establecido en el artículo 4 de la Ley Nº 4646 del 20 de octubre de 1970, reformado por el artículo 4 de la Ley Nº 5507 de 19 de abril de 1974 (que es en el que se fundamentó el Consejo de Gobierno para proceder al despido del señor Guillermo Ruiz), el cual establece que las Juntas Directivas de las instituciones autónomas estarían integradas por "Un Presidente Ejecutivo de reconocida experiencia y conocimientos en el campo de las actividades de la correspondiente institución, designado por el Consejo de Gobierno cuya gestión se regirá por las siguientes normas: a) (…); c) Podrá ser removido libremente por el Consejo de Gobierno, en cuyo caso tendrá derecho a la indemnización laboral que le corresponda por el tiempo servido en el cargo.  Para la determinación de esa indemnización, se seguirán las reglas que fijan los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo, con las limitaciones en cuanto al monto que ese articulado determina."

La Procuraduría General, luego de analizar los antecedentes legislativos de la Ley Nº 5507 y lo que considera una contratación por tiempo indefinido, llega a la conclusión de que la terminación del vínculo de los Presidentes Ejecutivos sí genera el derecho a las llamadas "prestaciones legales", según las reglas de los numerales 28 y 29 del Código de Trabajo, que son los que regulan el preaviso y el auxilio de cesantía.


Debe quedar claro que, según las limitaciones a las que se vio sujeta la Procuraduría General en su pronunciamiento, y que fueron expuestas líneas atrás, lo que ésta determinó fue la aplicabilidad de los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo, pero sin que haya entrado a analizar la situación particular de remoción del señor Guillermo Ruiz como Presidente Ejecutivo del INCOP ni las razones alegadas por el Poder Ejecutivo para adoptar esa medida.  

Una vez que la Procuraduría emitió su criterio, la Junta Directiva del INCOP solicitó el criterio de la Asesoría Externa de esa Institución, con el fin de que emitiera nuevo pronunciamiento con respecto al reclamo presentado por el señor Guillermo Ruiz.  

Mediante oficio sin número fechado 19 de enero de 2003 suscrito por el Lic. Gustavo A. Esquivel Quirós, quien, como se indica en ese mismo Acuerdo, para ese momento era Asesor Externo de esa Institución, indicó que "es consideración de esta Asesoría Externa que la remisión que hace la Ley de Presidencias Ejecutivas al contenido de los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo que fijan las reglas que deben observarse para el pago de los extremos de preaviso y cesantía, implican un análisis de la causal invocada para el despido, a efecto de determinar la procedencia del pago de extremos laborales", aspecto que, tal y como se analizó líneas atrás, ya había sido considerado en el oficio DAJ-482-2002 del 2 de octubre de 2002.

En este pronunciamiento continuó considerando esa Asesoría Externa que "la pérdida de confianza como justificante de un despido por justa causa debe revestir el carácter de objetivo, es decir, debe obedecer a la determinación de hechos que, razonablemente, quebranten la confianza depositada en el funcionario, caso contrario, de tratarse de una pérdida de confianza subjetiva el despido se reputa incausado, procediendo el pago de los extremos laborales de ley".
Sentado lo anterior esa Asesoría Externa consideró lo siguiente:

 "(...) el Acuerdo del Consejo de Gobierno que se ha citado, se fundamenta en la determinación que este Órgano Colegiado hace de gastos autorizados por el Ing. Ruiz que, aunque legales, son considerados como excesivos e innecesarios y calificándolos de contrarios al espíritu de austeridad, resguardo y control de los fondos de la Hacienda Pública, que le ha impreso el actual Gobierno a su gestión. 

No obstante lo anterior, los gastos que justifican el acuerdo varios no fueron autorizados directamente por el Ing. Ruiz, muchos son previos a que asumiera el actual gobierno y previos a que se emitiera una directriz por parte de la actual Presidencia de la República que obligó a la restricción y recorte de este tipo de gastos.

Se concluye que el Consejo de Gobierno consideró que, sin importar la fecha en que se realizaron las erogaciones, la política de gastos del Ing. Ruiz durante su periodo como Presidente Ejecutivo previo al actual Periodo Presidencial, se opone al perfil del funcionario de confianza que pretende actualmente la Presidencia de la República, lo que lleva a la destitución del funcionario.

Es decir, la falta de confianza que motiva el acto se origina en la valoración que el Consejo de Gobierno realiza de actuaciones anteriores del Ing. Ruiz frente a la directriz presupuestaria supra citada, más que a un incumplimiento del funcionario.

Como complemente (sic) de lo analizado a este momento, tómese en cuenta que el Consejo de Gobierno tiene por acreditado que no estamos frente a un aprovechamiento personal de fondos públicos, exonerando al ex Presidente Ejecutivo de estos cargos, pero considerando que los gastos incurridos son incompatibles con lo que actualmente pretende el Gobierno Central.

En este sentido, se concluye que la pérdida de confianza que sirve de fundamento al Consejo de Gobierno para destituir al Ing. Ruiz no es de la que se requiere en derecho para considerar la destitución con causa suficiente para no pagar al reclamante sus extremos laborales, por lo que es mi criterio que procede el pago del preaviso y cesantía.  De igual manera, siendo que recomiendo el pago de sus derechos laborales y tal y como lo ha dispuesto la jurisprudencia laboral deberá cancelársele al Ing. Ruiz los intereses dejados de percibir, los cuales deberán ser calculados de acuerdo con el interés legal fijado en el artículo 497 del Código de Comercio.".

Con fundamento en lo establecido por esa Asesoría Legal Externa, en la Sesión Ordinaria Nº 3145 del 30 de enero de 2003, la Junta Directiva del INCOP, acordó, acoger parcialmente el reclamo presentado por el Ing. Guillermo Ruiz Castro para el pago del preaviso y el auxilio de cesantía por un monto de (5.286.746,20, por el periodo comprendido entre el 6 de octubre de 1998 al 31 de julio de 2002, todo con fundamento en lo establecido en el artículo 4 de la Ley de Presidencias Ejecutivas.

En ese mismo acuerdo, al momento de valorar el criterio anteriormente comentado, se indicó lo siguiente:

"Indica don Gustavo que el Departamento Legal se había pronunciado contrario a la solicitud y recomendado se rechazara el pago, posteriormente, este documento fue trasladado a él para que lo analizara a la luz del acuerdo tomado por el Consejo de Gobierno.  Lamentablemente, el acuerdo del Consejo de Gobierno no es todo lo claro deseado para no dar lugar a interpretaciones por lo que se reunió con el asesor del Consejo de Gobierno y se discutieron varios puntos establecidos para despedir a don Guillermo, llegando a la conclusión de que es un despido puro y simple de falta de confianza subjetiva y no objetiva, aunque se pueda interpretar otra cosa, pero del espíritu del acuerdo es falta de confianza subjetiva porque sí está fundamentado, eso lo tiene claro el Consejo de Gobierno, en hechos anteriores a esa resolución en alguna medida ese perfil de gastos no va acorde con las medidas que ha tomado el Gobierno por lo que mejor se optó por rescindir la relación con don Guillermo y proceder a nombrar a un nuevo funcionario".
En primer término cabe advertir una situación que llama poderosamente la atención de esta Contraloría General.  Tal y como se indicó al inicio de este estudio, la Asesoría Legal del INCOP, mediante oficio DAJ-482-2002 del 2 de octubre de 2002, fue del criterio que la petición del Ing. Guillermo Ruiz Castro debía rechazarse en lo referente al pago de los extremos referentes al preaviso y el auxilio de cesantía, al considerar que en la especie se había configurado una pérdida de confianza objetiva (o lo que en este caso sería lo mismo, un despido sin responsabilidad patronal) y que en razón de ello su despido justificado no obligaba a su patrono al pago de esos extremos laborales.  Según consta en documentación en poder de esta Contraloría General, dicho documento fue firmado por los señores Lic. Gustavo A. Esquivel Quirós, en su condición de Director de Asesoría Jurídica de ese Instituto, y por el Lic. Emmanuel López Vargas, como Abogado de esa misma Dirección.  

Posteriormente, y según consta en el Acuerdo Nº 3 tomado en la Sesión Ordinaria Nº 3145 del 30 de enero de 2003, el mismo señor Esquivel Quirós indicó que "el Departamento Legal se había pronunciado contrario a la solicitud y recomendado se rechazara el pago, posteriormente, este documento fue trasladado a él para que lo analizara a la luz del acuerdo tomado por el Consejo de Gobierno".  De lo dicho por el mismo señor Esquivel Quirós se tiene que la Junta Directiva del INCOP sometió a su consideración y estudio un documento que él mismo había realizado, sin que conste o pueda afirmarse si esta actuación lo fue bajo conocimiento o no de esa circunstancia, pero que en todo caso podría generar algunas dudas en relación con lo que se pretendía obtener con esa segunda opinión respecto al problema en discusión.  Además, debe tomarse en cuenta que el señor Esquivel Quirós no parece haber apercibido a la Junta Directiva de esa situación, sino que por el contrario, es él quien aparece firmando el oficio sin número de fecha 19 de enero de 2003, actuando esta vez como Asesor Externo del INCOP, y en el que varía el criterio anteriormente sostenido.  

Esta situación plantea dudas de diversa naturaleza, por una parte, la forma en que la Junta Directiva de ese Instituto encarga a su Asesor Externo el análisis del primer criterio citado a pesar de que él mismo fue quien lo emitió.  Por otra parte, respecto al proceder de esa Junta Directiva de inclinarse por el segundo criterio a pesar de que contaba con dos opiniones jurídicas que llegaban a conclusiones diametralmente distintas y que fueron emitidas por una misma persona, caso en el cual podría considerarse que se requería un estudio más cuidadoso de la situación.  Podría implicar además un fallo en el sistema de control interno que debe seguirse en toda institución pública en el tanto, de las actas de Junta Directiva, parece desprenderse que sus miembros no se percataron de la situación que se estaba presentando, o lo que es aún peor, hicieron caso omiso de ella.  Por último, es reprochable la forma en que el señor Esquivel Quirós, al momento de cambiar su criterio, no hace referencia al primer pronunciamiento emitido, ni puso en conocimiento de esa Junta Directiva que él había suscrito el oficio en el que se había fundamentado un acuerdo para negar el pago del auxilio de cesantía y preaviso.  Llama la atención además que este cambio de criterio se fundamentó en las mismas circunstancias de hecho que motivaron el primer pronunciamiento.

Considera esta Contraloría General que el principio de debida fundamentación de los actos administrativos obligaba a la Junta Directiva del INCOP a exponer con claridad los argumentos que había considerado con el fin de inclinarse por alguno de los dos criterios jurídicos con que contaba y en los que se exponían tesis diametralmente distintas con respecto a la procedencia del pago de preaviso y auxilio de cesantía a favor del señor Guillermo Ruiz.  Máxime si se considera que ambos pronunciamientos jurídicos se sustentaban en las mismas circunstancias de hecho y fueron firmados por la misma persona, situación que debió haber extremado el análisis de esa Junta Directiva.

Además de lo anterior, tal y como se demuestra de las Actas de esa Junta, de las múltiples consultas realizadas tanto a la Procuraduría General de la República, a su Asesoría Legal Interna y Externa y a la toma de Acuerdos que luego eran dejados sin efecto, se evidencia que en este caso en particular se tenían múltiples dudas con respecto a la decisión adoptada por el Consejo de Gobierno, situación que, desde un punto de vista lógico y de una eficiente gestión administrativa, conllevaba la necesidad de dirigir una consulta directa al Consejo de Gobierno para que éste, que es el órgano que adoptó la decisión de remover de su cargo al señor Guillermo Ruiz, aclarara si ese despido había sido con o sin responsabilidad patronal.  Por el contrario, esa Junta Directiva optó por encerrarse en el análisis de un problema que a la postre únicamente generó mayor confusión con respecto al tema.

Ahora bien, con el fin de resolver el problema central de esta denuncia, es decir, a la procedencia o improcedencia del pago de preaviso y auxilio de cesantía al señor Guillermo Ruiz, lo que corresponde es valorar las razones que tuvo el Consejo de Gobierno para proceder a su despido.

Tal y como se indicó al inicio de este estudio, el Consejo de Gobierno, en la sesión extraordinaria número dos, celebrada el 31 de julio de 2002, en su Artículo Primero, acordó la remoción del señor Guillermo Ruiz Castro como Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico, como producto de un oficio dirigido por ese funcionario al señor Presidente de la República, en el que se adjuntaron dos cuadros, uno en el que se indica el costo de algunos proyectos, junto con las fechas de inicio y finalización y otro en el que se detallan gastos por servicios de restaurante y similares.

Con base en esta información,  el Consejo de Gobierno consideró que los gastos detallados en ese documento eran contrarios a las políticas que en materia de gasto público había pautado el actual gobierno, por lo que consideró como "altamente inconveniente la política de gasto emprendida por el señor Guillermo Ruiz como jerarca del INCOP", dejando entrever que dichas actuaciones "contravienen a su vez lo ético y la normativa al efecto".  Consideró además el Consejo de Gobierno que dichos gastos arriesgan la credibilidad y confianza de los administrados y que genera "un velo de absoluta desconfianza para quienes administran los bienes y recursos de todos".  En ese mismo Acuerdo se sostuvo que "la problemática en cuestión no sólo aborda la arista ética que debe existir en el ejercicio de la función publica, sino que involucra como tema jurídico de fondo, el hecho que el señor Ruiz Castro ha comprometido fondos públicos en asuntos que no guardan una estricta necesidad de inversión; desobedeciendo así, los dictados hechos por el Gobierno de la República en materia de gasto./Es decir, que además de tratarse de un conflicto de valores, esta cuestión convoca en el fondo, un desacato a las indicaciones hechas entratándose del gasto público.".

De seguido el Consejo de Gobierno consideró que se tenía por demostrado "que los gastos hechos no responden a necesidades específicas, concretas, inevitables e ineludibles. No se trata de inversiones que reditúen, ni a corto ni a inmediato plazo, a favor del Estado costarricense; sino que por el contrario, contribuyen al gasto innecesario, superfino y suntuoso, que desde toda perspectiva resulta nefasto para la hacienda pública."  Se consideró además que si bien es cierto se tenía por acreditado que el señor Guillermo Ruiz no hizo aprovechamiento personal ni delictuoso de los bienes o recursos públicos "el hecho de incurrir en despilfarros innecesarios contraviniendo la política de austeridad en materia de gasto público impulsada por la presente Administración, implica una pérdida de confianza en perjuicio del funcionario".

Con base en lo anterior, ese Consejo dispuso que "En razón de las consideraciones que preceden y en virtud de las atribuciones, potestades que señala el artículo 4 de la ley número 4646 y sus reformas, el Consejo de Gobierno acuerda destituir, por pérdida de confianza, al señor Guillermo Ruiz Castro como Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico (INCOP).".


De lo anterior se tiene que en realidad el despido del señor Guillermo Ruiz como Presidente Ejecutivo del INCOP se debió a la demostración de una serie de hechos considerados irregulares en la disposición de fondos de esa Institución, que generó gastos superfluos, excesivos y que no generaron ningún beneficio institucional, entre otras consideraciones.


Ahora bien, el Presidente Ejecutivo, de conformidad con el artículo 4 de la Ley Nº 4646, es el funcionario de mayor jerarquía para efectos de gobierno de la institución y en esa condición debe velar por la protección y conservación del patrimonio público, contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal (artículo 8 de la Ley General de Control Interno).  En caso de incumplimiento de estos deberes se incurrirá en responsabilidad administrativa y civil, sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicio (artículo 39 de esa misma Ley), por lo cual cabrá sanción de separación del cargo sin responsabilidad patronal, previa valoración de la gravedad de la falta (artículo 41 de la Ley antes citada).


Además, con prescindencia de este régimen especial, el artículo 81 del Código de Trabajo, aplicable a este tipo de relaciones de servicio, establece como causa justa que faculta al patrono para dar por terminado el contrato de trabajo, el incumplimiento grave de las responsabilidades del trabajador.


En este caso en particular, no cabe duda que el despido del señor Guillermo Ruiz como Presidente Ejecutivo del INCOP por parte del Consejo de Gobierno, se debió al señalamiento de una serie de hechos que implicaron incumplimiento de sus funciones como máximo jerarca de la Institución.


Desde esta perspectiva, y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo, a los cuales remite la Ley Nº 4646, puede considerarse que los graves señalamientos realizados por el Consejo de Gobierno implican un despido sin responsabilidad patronal que tiene como efecto inmediato la pérdida de derecho del trabajador al preaviso y el auxilio de cesantía.

Contrario a lo indicado por la Asesoría Externa, no existen elementos para sostener que en este caso pudiera tratarse de la existencia de una pérdida de confianza subjetiva que implique un despido con responsabilidad patronal, sino que por el contrario, el Consejo de Gobierno, al momento de adoptar su decisión tuvo en cuenta lo que consideró hechos objetivos que justificaron la medida impuesta.

Tampoco puede considerarse, tal y como lo pretende esa misma Asesoría Externa, que en este caso se trate de una remoción con responsabilidad patronal porque "los gastos que justifican el acuerdo varios no fueron autorizados directamente por el Ing. Ruiz, muchos son previos a que asumiera el actual Gobierno y previos a que se emitiera una directriz por parte de la actual Presidencia de la República que obligó a la restricción y recorte de este tipo de gastos".  Esto debido a que según los cuadros que tuvo a la vista el Consejo de Gobierno al momento de tomar su decisión, la gran mayoría de gastos fueron realizados con posterioridad al 2 de mayo de 2002 y además porque, aún si así fuera, el principio de continuidad administrativa permite sentar este tipo de responsabilidades, máxime si se considera que el uso legal y eficiente de los recursos públicos no se trata de una política de gobierno sino que son las pautas que deben seguirse siempre por parte de quienes son responsables de la disposición, manejo y resguardo de esos recursos.

Además, considera esta Contraloría General que las irregularidades señaladas por el Consejo de Gobierno son de tal magnitud que, aparte de la separación de funciones, dicho órgano colegiado se encontraba en la obligación de adoptar todas las medidas necesarias con el fin de señalar cualquier otro tipo de responsabilidad producto de los hechos tenidos por demostrados.  Si tal y como lo indicó el Consejo de Gobierno, el señor Guillermo Ruiz incurrió no sólo en un ejercicio de su cargo desapegado a principios éticos que deben regir las actuaciones de los funcionarios públicos, sino que con ello vulneró normas legales e incurrió en gastos suntuosos, superfluos y que no generaron beneficios institucionales, ese Consejo debió continuar analizando los hechos señalados con el fin de sentar las responsabilidades del caso o haber instado ante las autoridades correspondientes la investigación de esos hechos.  Lo contrario no hace más que crear un velo de impunidad que, contrario a lo indicado en el Acuerdo del Consejo de Gobierno, atenta contra la política que pretende impulsar la Administración actual de lucha contra la corrupción, uso indebido de fondos públicos y ejercicio ético de la función pública.


Lo dicho anteriormente cobra mayor relevancia si se considera que esta Contraloría General, como producto de sus labores de fiscalización, ha encontrado una serie de conductas irregulares en el accionar del INCOP que han sustentado tanto Informes de Fiscalización como denuncias ante el Ministerio Público, precisamente por el uso inadecuado de recursos públicos.

3. 
CONCLUSIÓN.

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, considera esta Contraloría General que el pago realizado al señor Guillermo Ruiz Castro, por los conceptos de preaviso y auxilio de cesantía, es improcedente por ser contrario a lo dispuesto en los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo, al haberse tratado de una remoción sin responsabilidad patronal.

Además se considera que la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico actuó en una forma irresponsable al haber sometido a conocimiento del Lic. Gustavo A. Esquivel Quirós un pronunciamiento para su análisis sin haberse percatado de que en realidad esta misma persona era la que había emitido el primer pronunciamiento, con lo cual no se aseguraba una adecuada valoración del mismo.  Lo anterior es grave si se considera que, tal y como consta en las Actas de esa Junta Directiva, sus miembros se dejaron llevar por el dicho del citado Asesor en el sentido de que "este documento fue trasladado a él para que lo analizara".

Esa Junta además actuó en forma ligera e irresponsable al haber admitido este segundo criterio sin mayor razonamiento o cuestionamiento, a pesar de la existencia de un primer pronunciamiento emitido con fundamento en los mismos hechos, pero que denegaba el pago de esos extremos laborales.

Aparte de lo anterior, se considera reprochable la forma en que el Lic. Gustavo A. Esquivel Quirós, bajo conocimiento de que él era quien había emitido el primer pronunciamiento, le indicó a la Junta Directiva que el primer documento se le trasladó para que él lo analizara, sin haber hecho referencia a que se le estaba pidiendo valorar un documento que él mismo había emitido cuando era Director del Área Jurídica del INCOP.  Es reprochable asimismo la forma en que dicho Asesor varía un criterio emitido con anterioridad en sentido contrario, sin hacer referencia al antecedente existente y dando una solución jurídica totalmente distinta, a pesar de que la situación fáctica era la misma, aspecto que podría generar múltiples cuestionamientos.

Por último, aprecia esta Contraloría General que el Consejo de Gobierno actuó débilmente al momento de señalar las responsabilidades del señor Guillermo Ruiz como Presidente Ejecutivo del INCOP, ya que se conformó con destituir al funcionario de su cargo sin haber iniciado o instado las investigaciones correspondientes a efecto de señalar otras eventuales sanciones producto de los hechos que sirvieron de base a la remoción de dicho funcionario.

4.
DISPOSICIONES.

4.1.    Al Consejo de Gobierno.

a. Realizar un estudio con el fin de que se analice si los hechos tenidos por demostrados por el Consejo de Gobierno para la destitución del señor Guillermo Ruiz Castro como Presidente Ejecutivo del INCOP, configuran algún tipo de responsabilidad que a la fecha no haya sido señalada, con el objeto de llevar a cabo o instar, según corresponda, los procedimientos, procesos o investigaciones necesarias dirigidas a establecer las sanciones aplicables.

b. Ordenar la realización de una investigación y de ser procedente, de conformidad con los resultados que en ésta se obtengan, iniciar el procedimiento administrativo que corresponda a efecto de establecer la verdad real de los hechos y determinar las eventuales responsabilidades imputables a los miembros de la Junta Directiva del INCOP por los hechos señalados en este Informe.
c. Informar a esta Contraloría General, en el plazo de quince días hábiles, contado a partir del recibo de este informe, las acciones concretas realizadas con el fin de dar cabal cumplimiento a lo establecido en las disposiciones 4.1.a. y 4.1.b. de este informe.
4.2.
A la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico.

a. Ordenar de inmediato el inicio de los procedimientos necesarios con el fin de recuperar las sumas indebidamente canceladas al señor Guillermo Ruiz Castro, por los conceptos de pago de preaviso y auxilio de cesantía, y dar el debido seguimiento al procedimiento que se inicie con el objeto de que éste cumpla con su objetivo.
b. Ordenar el inicio de una investigación con el fin de determinar las eventuales responsabilidades del señor Gustavo A. Esquivel Quirós por los hechos que aquí se señalan.
c. Comunicar a esta Contraloría, en el plazo de quince días hábiles contado a partir de la notificación de este Informe, las acciones concretas realizadas para dar cabal cumplimiento a lo ordenado  en los puntos  4.2.a. y 4.2.b. de este Informe.
4.3. 
A la Auditoría Interna del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico.

Velar por el cumplimiento de las disposiciones establecidas en el punto 4.2. de este informe y mantener informado este Órgano Contralor sobre los resultados obtenidos en ese proceso.


























































� Potestad que tiene por fundamento lo establecido en el artículo 140 de la Constitución Política.





